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Se plantea en este trabajo la necesidad de contar con un Tribunal de Justicia supranacional dentro de la estruc-
tura institucional del Mercosur que pueda proporcionar criterios unificadores de interpretación de toda la normativa de
esta organización. Asimismo se produce una comparación inevitable con el Tribunal de Justicia de la Comunidad
Europea y se ponen de relieve las dificultades inherentes al propio proceso de integración del Mercosur de cara a
dotarse con una instancia jurisdiccional de estas características.
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Mercosur-eko erakunde-egituraren barne egongo litzatekeen nazioz gaindiko Justizia Auzitegi baten premia
planteatzen da lan honetan, halako Auzitegi batek Mercosur-eko arautegi osoari buruzko irizpide bateratzaileak eman
bailitzake. Halaber, saihestezina gertatzen da eta, konparazio bat egiten da Europako Elkarteko Justizia Auzitegiarekin
eta agerian jartzen dira, ezaugarri horietako instantzia jurisdikzional bat sortzerakoan, Mercosur-eko integrazio-proze-
suak bere-bereak dituen zailtasunak. 
Giltz-Hitzak: Mercosur. Justizia Auzitegia. Interpretazio uniformea. 
On met en évidence dans ce travail la nécessité de conter sur un Tribunal de Justice supra national au sein de la
structure institutionnelle de Mercosur qui puisse fournir des critères unificateurs d’interprétation de toute la réglementa-
tion de cette organisation. Il se produit une comparaison inévitable avec le Tribunal de Justice de la Communauté
Européenne et on met en relief les difficultés inhérentes au processus même d’intégration de Mercosur au moment de
se pourvoir d’une instance juridictionnelle de ces caractéristiques.
Mots Clés: Mercosur. Tribunal de Justice. Interprétation uniforme.
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Antes de analizar la posibilidad de estructurar un órgano supranacional para el
Mercosur, forzoso es reflexionar sobre el alcance del concepto de supranacionalidad y las
diversas interpretaciones a que ha dado lugar.
La expresión supranacionalidad posee extracción política, por lo que podemos estable-
cer un concepto político de la supranacionalidad, pero como tiene también connotación jurí-
dica, podemos hurgar en su contenido jurídico.
Desde este punto de vista –que es el que nos interesa–, aceptando naturalmente que
pueden existir otras formas de encararlo, tiene a nuestro modo de ver tres enfoques rele-
vantes1:
• como orden jurídico supranacional,
• como norma jurídica supranacional,
• como órgano jurisdiccional supranacional.
Para esta división partimos del siguiente razonamiento, si aceptamos para un espacio
integrado la posibilidad de un orden jurídico supranacional, admitimos por inferencia la exis-
tencia de un órgano político capaz de dictar normas comunitarias obligatorias, que en con-
junto representan un orden jurídico sui-generis, diferente del nacional y aún del internacional
clásico, que además se relaciona con éstos pero que no se confunden. Este conjunto de
normas genera un derecho que actúa en un plano paralelo y coexistente, dentro de su
campo o competencia.
La existencia de estas normas, obligatorias para los Estados que integran un proceso
de integración evolucionado, son también obligatorias para los ciudadanos de dichos
Estados y para los propios órganos creados por el Tratado, se justifica sólo en razón de la
existencia de instituciones que tengan por función velar por su aplicación, a fin de que los
sujetos a quienes afecta se vean constreñidos a respetarlas.
Pero ¿qué hacer ante la diversa interpretación que pudiera surgir frente a la aplicación
del derecho comunitario, o a los conflictos o controversias que puede dar lugar? Se hace
necesario un órgano jurisdiccional capaz de interpretarlo en definitiva, o resolver en última
instancia las contiendas a que diere lugar, que por la naturaleza de la cuestión –derecho
comunitario– deberá tener entidad supranacional. Le corresponderá construir la jurispruden-
cia comunitaria que permita el desarrollo y evolución de este derecho.
Empero es correcto recordar que para la existencia de Tribunales Supranacionales en un
proceso de integración, es menester la decisión política y las condiciones jurídicas para su
creación, o en todo caso la adecuación o reforma constitucional en los Estados Parte si tuvie-
ran limitaciones para constituirlas. A tal efecto será preciso el pronunciamiento de los consti-
tuyentes o representantes del pueblo que ejerzan “la capacidad soberana constitucional”.
Para comprender más acabadamente, el plano o ubicación en que actúan estos tribu-
nales, tendremos que detenernos brevemente en la naturaleza del órgano supranacional.
En este sentido, la síntesis más tradicional de los elementos que conducen a la supra-
nacionalidad, revela una representatividad diferente a la representación estatal para la reali-
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1. Véase: “Diferencias Institucionales en los distintos esquemas de Integración”, por Roberto Ruiz Díaz Labrano,
pág. 290 en “Integración Eurolatinoamericana”, publicación colectiva coordinada por el Prof. Carlos Molina del Pozo,
Ediciones Ciudad Argentina, Buenos Aires, 1996.
zación o concreción de un objetivo común de los Estados involucrados, que exige un reor-
denamiento o reorientación de los “poderes” y “competencia” para dotarlos de suficiente
autonomía que les permita cumplir su finalidad.
Esta autonomía, se manifiesta a través de los poderes o facultades delegadas o trasla-
dadas a los órganos supranacionales para el ejercicio de la soberanía externa2, con el obje-
to de real izar ciertos y determinados actos de interés comunitario (Autonomía
ejecutiva).Deben ser delegadas también facultades normativas o legislativas, que permitan
generar leyes de aplicación directa, inmediata y prevalente en los Estados Parte. (Autonomía
legislativa).
Otra competencia delegable, siempre restringida al ámbito y competencia comunitaria,
es la judicial, lo que no se contrapone a la existencia y actuación de los órganos internos o
nacionales, que no son limitados en sus funciones, porque poseen en el plano del ordena-
miento interno las mismas que poseían, y además podrán aplicar el derecho comunitario,
sólo que la interpretación última para éste ámbito del derecho, estará a cargo de un órgano
especial, el Tribunal Supranacional. Por consecuencia la atribución de esta competencia no
cercena de modo alguno los poderes de los órganos internos de los Estados. (Autonomía
Jurisdiccional).
Podemos apreciar que para facilitar la comprensión del alcance de la expresión “supra-
nacionalidad”, hemos partido de la concepción clásica y tripartita de poderes de
Montesquieu, pero debemos aclarar que esta división ha sido superada, los órganos hoy,
tanto internos, como internacionales y supranacionales, pueden presentar formas no clási-
cas de división o distribución de poderes, donde la actividad ejecutiva, legislativa y judicial
puede no estar claramente delimitado y hasta puede estar confundida en diversos órganos.
En especial en el ámbito comunitario, se podrá por tanto encontrar muchas formas de “parti-
cionar” el poder que no encuadren exactamente en esta forma de división política3.
En efecto, de acuerdo a la estructura que adopten los órganos políticos y jurídicos en el
ámbito comunitario, doctrinariamente es posible seccionar el “poder” del Estado, en sobera-
nía interna e internacional, y por tanto es admisible la delegación de competencias, sin
resentir este principio ni limitar la actuación de los órganos internos frente a los órganos de
actuación externa del Estado.
En el ámbito jurídico, en ejercicio de facultades propias y ejercicio de la soberanía
externa del Estado, es posible atribuir jurisdicción a un órgano supranacional, asignando
competencia a un Tribunal Supranacional para resolver conflictos de un proceso de integra-
ción o para la interpretación armónica del derecho comunitario.
De acuerdo a lo expresado podemos decir que la característica propia del órgano juris-
diccional supranacional es la de ser independiente en el ejercicio de su competencia de los
Estados miembros del proceso de integración que los crea por medio del tratado marco o
tratado constitutivo.
Esta independencia es fundamental en todo órgano jurisdiccional, sea nacional o supra-
nacional, se refiere a que los que representan al órgano, sus miembros o magistrados,
deben estar alejados de cualquier poder o fuerza extraña que pretenda influir en las decisio-
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2. Consideramos que la soberanía es dual en su ejercicio y por tanto podemos hablar de soberanía interna y
externa.
3. El Parlamento Europeo por ejemplo, pese a la denominación no nació como órgano legislativo, sino deliberativo.
nes o intervenir de algún modo en la labor judicial condicionando o restringiendo de algún
modo la independencia esencial que debe rodear a la magistratura.
Una vez designados, no puede ni debe haber dependencia al Estado miembro que pro-
pusiera la designación o del cual fuera nacional el juez comunitario. El hecho de que el
Estado intervenga en la designación, conforme a la modalidad de constitución del órgano
prevista en los Tratados, no puede constituir un nexo ni un lazo de dependencia entre el
magistrado comunitario y la entidad estatal proponente, ni podrá por tanto instruir ni de
algún modo intervenir en las decisiones de los jueces comunitarios.
Ningún otro órgano precisa estar dotado de absoluta independencia en su composición
y función como en los sistemas de solución de controversias o en aquellos dotados de un
órgano jurisdiccional para resolver los conflictos que puedan surgir en la aplicación del
derecho de la integración, sólo así se podrá asegurar el debido control jurisdiccional de
legalidad y la interpretación uniforme del derecho.
Pero no basta distinguir la actuación y competencia del órgano supranacional frente al
órgano interno, porque también caben diferencias remarcables frente a otro tipo de entida-
des de actuación internacional de los Estados. Se los debe distinguir también de los siste-
mas de tipo intergubernamental, que a diferencia de los supranacionales, se caracterizan
por la retención de parte de la competencia delegada, y por tanto no poseen absoluta inde-
pendencia.
En el ámbito jurídico, las entidades intergubernamentales son estructuras establecidas
para la solución de conflictos a través de procedimientos de corte arbitral. En un proceso de
integración, salvo que se creen sistemas ágiles y altamente técnicos, no pueden garantizar
la solución justa de los conflictos y la aplicación adecuada y armónica del derecho, por tanto
no pueden asegurar soluciones uniformes, esenciales para conocer el efecto e impacto de
la norma en la sociedad. Las organizaciones internacionales por lo menos en lo que va de la
evolución del Derecho Internacional, apelan a este tipo de soluciones.
Aún las instituciones de tipo tradicional, como las organizaciones internacionales del
derecho internacional clásico, si bien pueden servir de sustento en las primeras etapas de
un proceso de integración para resolver los conflictos y controversias de conflictos, son limi-
tados por cuanto en general ejercen jurisdicción voluntaria y no obligatoria.
Isaac4 –a quien reproducimos parcialmente–, señala algunas puntuales diferencias
entre los órganos jurisdiccionales internacionales y el órgano jurisdiccional supranacional.
1) Toda justicia internacional es, en el actual estado de la sociedad internacional, esen-
cialmente voluntaria, consentida. El sometimiento al juez arbitral está en función de la exis-
tencia y de las disposiciones del compromiso establecido por las partes. Tratándose del
Tribunal Internacional de Justicia de la Haya, órgano jurisdiccional de las Naciones Unidas5,
su jurisdicción es en principio voluntaria6.
Ruiz Díaz Labrano, Roberto
32 Azpilcueta. 14, 1999, 29-37
———————————
4. Guy Isaac, “Manual de Derecho Comunitario”, cit. pág. 252 y sgte.
5. La jurisdicción del Tribunal de Justicia Internacional de La Haya es en principio voluntaria, pues sólo una
minoría de Estados han utilizado la cláusula facultativa del artículo 36 de su estatuto, sin contar con las reservas que
acompañan a numerosas declaraciones de aceptación
6. Puede observarse esta misma característica en el Tribunal Europeo de Derechos Humanos del Consejo
Europeo y en el Tribunal Interamericano de Justicia del Pacto de San José de Costa Rica.
El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas dispone con carácter principal de
una jurisdicción obligatoria y se puede recurrir ante el mismo no sólo para resolver los con-
flictos entre los particulares sino también por reclamar contra los propios Estados
miembros7, además en el ámbito de su competencia tiene un carácter exclusivo o excluyen-
te de otra forma de solución8.
2) El juez internacional soporta los efectos de las imperfecciones y lagunas del derecho
a aplicar, lo que conduce a la distinción de los litigios justiciables9 y no justiciables, así
como la práctica del non liquet10.
El juez comunitario, por el contrario, como juez nacional y aunque sólo sea porque nor-
malmente es llamado a intervenir por reenvío de un juez nacional ante el cual se oponen las
partes, no puede, so pena de denegación de justicia, renunciar a pronunciarse11.
Con este objeto su misión se define como debiendo garantizar “el respeto de derecho
en la interpretación y aplicación del presente tratado”12, sin referencia alguna a la naturaleza
de las reglas aplicables, lo que deja al juez comunitario una total independencia para elegir
las fuentes jurídicas sobre las que basa su interpretación de los textos, incluso en el derecho
nacional de los Estados miembros.
3) El Tribunal de justicia de las Comunidades juzga las controversias que tienen los par-
ticulares, personas físicas o jurídicas, con las instituciones, y éstas tienen un acceso directo
al mismo, aun cuando esté rodeado de diversas limitaciones, mientras que, de una forma
muy generalizada, el individuo es mantenido apartado de la jurisdicción internacional y no
participa en el procedimiento ante ella. Esta es la diferencia fundamental entre la justicia
comunitaria abierta todos y el Tribunal Internacional de la Haya o el Tribunal Europeo de
Derechos Humanos de Estrasburgo, creado por el Convenio Europeo para la Protección de
los Derechos Humanos, al que no pueden, ni en uno ni otro caso, recurrir directamente los
simples particulares.
4) Las jurisdicciones internacionales no dictan, en principio, más que sentencias y
fallos que son únicamente obligatorios para los Estados en cuestión y en el orden interna-
cional. Por el contrario, las sentencias del Tribunal de Justicia de las Comunidades no sólo
tienen fuerza obligatoria, sino también fuerza ejecutiva en el territorio de los Estados
miembros13. Las sentencias de condena de los particulares (la ejecución forzosa en con-
tra de los Estados es, naturalmente, inconcebible) son ejecutadas por las autoridades
nacionales en las mismas condiciones que las decisiones que comportan obligaciones
pecuniarias de la Comisión, o sea, tras la simple verificación de su autenticidad, sin nece-
sidad de exequátur.
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7. Artículos 169 y 170 de la CE.
8. De acuerdo al artículo 219 del Tratado de la CE “Los Estados miembros se comprometen a no someter las
controversias relativas a la interpretación o aplicación del presente Tratado a un procedimiento de solución distinto de
los previstos en este mismo Tratado”.
9. Controversias de orden jurídico: artículo 36 del Estatuto del Tribunal Internacional de Justicia
10. CIJ, Rec. 1966, 36 y 47.
11. TJCE, 12/7/1957, Algéra, as. 7/56 y 3-7/57, Rec. 118.
12. Artículo 164 del Tratado de la CE.
13. Artículos 44 CECA, 187 CE y 159 CEEA.
Todo esto se explica porque la mayoría de las funciones del Tribunal de las
Comunidades no tienen un carácter internacional14.
Además de establecer razones fundamentales para distinguir el derecho comunitario
como un sistema especial frente al derecho internacional, es fácil percibir que el comunitario
supera al derecho internacional por cuanto las sentencias o resoluciones son ejecutables y
exigibles.
Esta limitación del derecho internacional frente al comunitario, es precisamente la prin-
cipal crítica al primero de ellos y porque propugnamos para el Mercosur, que pretende
construir un Mercado Común, modificar el sistema de solución de controversias, porque es
insuficiente para los requerimientos que sobrevendrán con el proceso de integración.
En efecto, todas estas precedentes precisiones en torno a la supranacionalidad, la
hemos considerado necesarias, para poder mostrar la insuficiencia del sistema actual de
solución de conflictos y controversias en el ámbito especifico del Mercosur, que posee un
sistema típico arbitral.
Un proceso de integración que pretende transitar de una zona de libre comercio, a una
unión aduanera y de ésta a un mercado común, debe contemplar la necesidad de transfor-
mación, en la medida de la evolución del proceso, hacia un sistema de tipo supranacional.
El Mercosur tiene por objetivo llegar a establecer un mercado común, y por consecuen-
cia deben sus instituciones actuales adecuarse al proceso que conducirá al objetivo, consi-
derar seriamente la viabilidad de un órgano jurisdiccional supranacional, considerando que
éste esquema ha evolucionado suficientemente, para considerar tal posibilidad, como un
medio de desarrollar el enorme camino realizado en tan breve tiempo.
Veamos brevemente cuál es el sistema diseñado para el Mercosur. A la firma del
Tratado de Asunción, la mención al Sistema de Solución de Controversias fue introducida
como Anexo III, pero sin mayor precisión o supeditando su estructuración a una reglamenta-
ción posterior, la que sobrevino con el Protocolo de Brasilia para la Solución de
Controversias15, instrumento igualmente provisorio16.
Este protocolo establece el ámbito esencial de aplicación del sistema es la solución de
controversias entre los Estados Parte, ampliando en de forma limitada a las “reclamaciones”
de los particulares.
A) En primer lugar el procedimiento previsto en el Protocolo se aplica a las controver-
sias que surjan entre los Estados Parte sobre la interpretación, aplicación, o incumplimiento
de las disposiciones contenidas en el Tratado de Asunción, de los acuerdos celebrados en
el marco del mismo, así como de las decisiones del Consejo del Mercado Común y de las
resoluciones del Grupo Mercado Común17. Las diferencias de interpretación, aplicación o
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14. Guy Isaac “Manual de Derecho Comunitario General”, págs. 252/253.
15. El proyecto fue considerado en la IV Reunión del GMC celebrada en Brasilia entre los días 13 y 17 de
Diciembre de 1991 y aprobado con pequeñas modificaciones por la Resolución número 1/91, fue elevada al CMC que
lo aprobó como “Protocolo de Brasilia para la Solución de Controversias” el 17 de Diciembre de 1991 siendo suscrito
por los presidentes y los cancilleres de los cuatro Estados Partes.
16. Art. 34 del Protocolo de Brasilia “El presente Protocolo permanecerá vigente hasta que entre en vigor el
Sistema Permanente de Solución de Controversias para el Mercado Común a que se refiere el numeral 3 del Anexo lll
del tratado de Asunción”.
17. Art. 1º. del Protocolo de Brasilia sobre Solución de Controversias.
cumplimiento de la normativa emanada de los instrumentos legales del Mercosur pueden
dar lugar a conflictos y controversias de diversa naturaleza, el Protocolo estableció un siste-
ma escalonado de negociaciones:
• Negociaciones directas: Los Estados están conminados a buscar en principio la solu-
ción a través de negociaciones directas, esta situación coloca a los Estados en situación
eventualmente de arribar a soluciones compromisorias que en realidad pueden implicar la
tolerancia de ciertas prácticas o la persistencia de actos no precisamente ajustadas al
Tratado y sus normas derivadas, pero que son el fruto de la conveniencia para la solución
del diferendo, desnudando la insuficiencia del sistema.
• Mediación del Grupo Mercado Común: Una segunda fase sería la intervención del
Grupo Mercado Común, que se constituye de este modo en mediador entre las partes en
conflicto, que buscará lograr la conciliación de las partes. Esta etapa se abre en la hipótesis
de que no se hubiera arribado a un acuerdo por medio de las negociaciones directas, o si la
solución alcanzada fuere parcial18.
• Procedimiento arbitral: La tercera fase del procedimiento previsto en el Protocolo de
Brasilia es el arbitral, se abre cuando la controversia no hubiere podido solucionarse mediante
la aplicación de los procedimientos de negociación entre los Estados parte y la mediación del
Grupo Mercado Común. Se inicia cuando cualquiera de los Estados Partes en la controversia
comunica a la Secretaria Administrativa su intención de recurrir al procedimiento arbitral.
B) Reclamo de particulares: El Protocolo prevé también un procedimiento para los
reclamos efectuados por los particulares (personas físicas o jurídicas) con motivo de la san-
ción o aplicación, por cualquiera de los Estados Partes, de medidas legales o administrati-
vas de efecto restrictivo, discriminatorias o de competencia desleal, en violación del tratado
de Asunción, de los acuerdos celebrados en el marco del mismo, de las decisiones del
Consejo del Mercado Común o de las resoluciones del Grupo Mercado Común19.
Con la creación de la Comisión de Comercio del Mercosur, previsto en el anexo al
Protocolo de Ouro Preto, se estableció la Sección Nacional de la Comisión de Comercio, al
que podrán recurrir al procedimiento previsto para la solución de controversias de acuerdo
con el artículo 21 del Protocolo de Ouro Preto20.
El sistema adoptado tiene imprecisiones y los procedimientos están fuertemente influi-
dos por la resolución de consenso con que deben ser resueltas las cuestiones dentro de las
instituciones del Mercosur, dado que están constituidos hasta esta etapa de su evolución
como órgano esencialmente intergubernamental.
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18. Art. 4º primera parte, Protocolo de Brasilia.
19. Art. 25. del Protocolo de Brasilia.
20. Artículo 21 del Protocolo de Ouro Preto: “Además de las funciones y atribuciones establecidas en los artícu-
los 16 y 19 del presente Protocolo, corresponderá a la Comisión de Comercio del Mercosur la consideración de las
reclamaciones presentadas por las Secciones Nacionales de la Comisión de Comercio del Mercosur, originadas por
los Estados Partes o en demandas de particulares –personas físicas o jurídicas– relacionadas con las situaciones pre-
vistas en los artículos 1 ó 25 del Protocolo de Brasilia, cuando estuvieran dentro de su área de competencia.
• Párrafo Primero– El examen de las referidas reclamaciones en el ámbito de la Comisión de Comercio del
Mercosur no obstará a la acción del Estado Parte que efectuó la reclamación, al amparo del Protocolo de Brasilia para
Solución de Controversias:
• Párrafo Segundo– Las reclamaciones originadas en los casos establecidos en el presente artículo se tramita-
rán de acuerdo con el procedimiento previsto en el Anexo de este Protocolo.
Las limitaciones del sistema surgen también de su complejidad, de estar basado en un
sistema propio de una zona de libre comercio, pero inadecuado para una unión aduanera y
menos para un mercado común. La conclusión es sencilla, la rápida evolución del Mercosur
obliga a los Estados Parte a buscar un sistema más ágil y la realidad a su vez conduce inde-
fectiblemente a pensar en un órgano jurisdiccional de corte supranacional.
Frente a la internacionalmente reconocida evolución del Mercosur, se señala como su
principal déficit la falta de un sistema adecuado de solución de controversias, que garantice
en especial a los Estados partes y a los particulares, la solución justa a las diferencias o
conflictos que pudieran suscitarse como consecuencia de la normativa integracionista.
La enorme cantidad de normativa de fuente originaria y derivada, independientemente
de los obstáculos de su inserción en el ordenamiento jurídico interno de los Estados, señala
que el problema de solución de controversias requiere adecuarse a esta realidad y como
único medio para garantizar que la evolución de las instituciones esté acompañada de un
órgano de solución de conflictos independiente, confiable, eficaz y expeditivo21.
El Mercosur como todo esquema de integración, precisa resolver adecuadamente los
conflictos y controversias que puedan suscitarse entre los Estados miembros, entre los órga-
nos, entre los particulares, o entre cada uno de estos entre sí, para una correcta interpreta-
ción y aplicación de una legislación especial, que posee en el ámbito internacional
prevalencia sobre el ordenamiento interno22.
Además, los sistemas tienen directa relación con el tipo de esquema o modo de estruc-
turación u organización del proceso de integración, y cuando se piensa en su evolución
hacia el mercado común, casi de un modo natural surge la necesidad de instituciones
supranacionales, y quizás prioritariamente la del Tribunal Supranacional como necesidad
imperiosa.
Al establecer un proceso de integración que pretende llegar a este grado de evolución,
con una estructura básica que en mucho se asemeja al proceso europeo, se tropieza con
dificultades cuando se encuentra en algunas instituciones, y el de solución de controversias
es una de ellas, modalidades propias de otros esquemas, y es claro que esta situación
genera un verdadero conflicto de sistemas dificultando su implementación y aplicación.
La coyuntura a la que ha llevado la rápida evolución del Mercosur, obliga preguntar si
es factible predecir para el Mercosur un órgano supranacional, o si seguirá manteniendo
mecanismos propios de las organizaciones intergubernamentales.
Esta diversidad y el objetivo de lograr concretar un mercado común, hace pensar en la
positiva experiencia europea con el Tribunal de Justicia supranacional, como rumbo que
debiera seguir el sistema de solución de controversias, avanzando hacia un Tribunal
Jurisdiccional supranacional en el Mercosur.
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21. “... lo óptimo en una zona integrada, es la implementación de una organismo jurisdiccional comunitario autó-
nomo, cuyas decisiones tengan efectos vinculantes” (Adriana Dreyzin de Klor, “Sistema de Solución de Controversias
en el Mercosur”, “MERCOSUR, Balance y perspectivas”, publicación de las ponencias presentadas en el IV Encuentro
Internacional de Derecho para América del Sur. El Desarrollo de la Integración hacia el Siglo XXI, FCU, Montevideo,
1996).
22. Las normas que emanan tanto de órganos intergubernamentales como de los órganos supranacionales
poseen prevalencia jurídica sobre las leyes del ordenamiento jurídico interno, la diferencia estriba en que en el primer
caso la aplicación no es de aplicación inmediata ni directa, en tanto que la característica propia de la norma suprana-
cional es precisamente aquella.
Podemos pues concluir en que la multiplicidad de sistemas para la solución de contro-
versias dentro de un mismo esquema, inspirado en un modelo supranacional tipo europeo,
es factible para el Mercosur, pero con soluciones apropiadas exclusivamente para su actual
evolución.
Su actual conformación como unión aduanera y estructuras de tipo intergubernamental,
justificadas especialmente por las limitaciones que posee la Constitución Brasileña y
Uruguaya para aceptar órganos supranacionales o supraestatales, supedita la aceptación
de un órgano supranacional a una solución constitucional política y luego jurídica.
La necesidad creciente de contar con un órgano confiable de carácter jurisdiccional,
que se acentúa por la insuficiencia del actual sistema de solución de controversias en el
Mercosur, permite pensar que los Estados Parte se encaminan hacia buscar los mecanis-
mos políticos y jurídicos para extender las posibilidades institucionales, y en ese contexto es
posible pensar razonablemente en un futuro no muy lejano, en que se adoptará una solución
jurisdiccional y no arbitral para la solución de conflictos y controversias.
Mercosur, necesidad de un tribunal de carácter supranacional
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